
OPINIÓN CONSULTIVA  DE LA CORTE INTERAMERICANA

DE DERECHOS HUMANOS 16/16/19 “ EL DERECHO

A LA  INFORMACIÓN SOBRE LA ASISTENCIA CONSULAR

EN EL MARCO DE LAS GARANTÍAS DEL DEBIDO PROCESO LEGAL” *

La Opinión Consultiva formulada por México ante la Corte Interamerica-
na de Derechos Humanos (CIDH), dentro de sus limitaciones de su natu-
raleza jurídica de ser una mera opinión, tiene una gran importancia, no
sólo teórica, sino también práctica. Además, como se desprende de los
registros del procedimiento, la consulta es preocupación de varios países
de la comunidad internacional, como por ejemplo Paraguay.

Precisamente, un punto que tenía que resolver la Corte era si los do-
cumentos jurídicos internacionales que estrictamente se refieren a los de-
rechos humanos, como por ejemplo la Convención Americana de Dere-
chos Humanos, son los únicos que contienen los derechos humanos, o
bien esos derechos se pueden encontrar en otros documentos jurídicos,
como es el caso de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares,
que esencialmente establece derechos y obligaciones para los Estados, pero
no para los individuos.

La respuesta de la Corte a este cuestionamiento es la adecuada, pues
no se queda en el formalismo que por motivos de análisis puede existir en
la academia (en donde los académicos hacemos divisiones por ramas, su-
bramas, etcétera), ya que considera que el artículo 36 de la Convención
de Viena sobre Relaciones Consulares no se limita a establecer derechos
y obligaciones para los Estados partes, sino que también protege derechos
humanos al establecer derechos individuales, ya que con el acceso a la-
protección consultar puede tener acceso a las garantías de legalidad que
debe tener un indiciado. Es decir, la interpretación que hace la Corte a este
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artículo 36 de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares no se
limita a un mero ejercicio exegético, sino que busca su justa dimensión en
la armonía y los fines del texto de la citada Convención, que a su vez
tiene relación directa con los fines del sistema de protección de los dere-
chos humanos en el ámbito internacional.

También, la decisión de México de pedir la Opinión Consultiva no es
un mero ejercicio de carácter teórico académico, sino que tiene una fin
práctico. Desdichadamente nuestro país, de ser en otro tiempo un país re-
ceptor de flujos migratorios, ahora expulsa trabajadores migratorios que
frecuentemente se ven vejados y conculcados en sus derechos humanos.
La protección consular que puede brindar nuestro país se puede ver limi-
tada sin una notificación pertinente del arresto de los nacionales en el ex-
tranjero. Si bien es claro que la Opinión Consultiva que ahora presentamos
en sus aspectos fundamentales no tiene una fuerza jurídica vinculante, sí
puede ser utilizada en los procedimientos judiciales en los tribunales na-
cionales (en los límites que el derecho interno lo permita) y ser tomada en
cuenta dado la autoridad lógica de sus argumentaciones y la seriedad y alta
calidad profesional de los integrantes de la Corte Interamericana de Dere-
chos Humanos, en donde frecuentemente hay jueces de nacionalidad esta-
dounidense, que aunque no representan a su país, sí garantizan una repre-
sentación de la cultura jurídica de ese país. 

EXTRACTO

 I. PRESENTACIÓN DE LA CONSULTA

1. El 9 de diciembre de 1997 los Estados Unidos Mexicanos (en ade-
lante “México”  o “el Estado solicitante” ) sometieron a la Corte Intera-
mericana de Derechos Humanos (en adelante “ la Corte Interamericana” ,
“ la Corte”  o “el Tribunal” ) una solicitud de opinión consultiva sobre di-
versos tratados concernientes a la protección de los derechos humanos en
los Estados americanos (en adelante “ la consulta” ). Según las manifesta-
ciones del Estado solicitante, la consulta se relaciona con las garantías ju-
diciales mínimas y el debido proceso en el marco de la pena de muerte,
impuesta judicialmente a extranjeros a quienes el Estado receptor no ha
informado de su derecho a comunicarse y a solicitar la asistencia de las
autoridades consulares del Estado de su nacionalidad.

2. México añadió que la consulta fundada en lo que dispone el artícu-
lo 64.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en ade-
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lante “ la Convención Americana”  o “el Pacto de San José” ), tiene como
antecedente las gestiones bilaterales que ha realizado en favor de algunos
de sus nacionales, quienes no habrían sido informados oportunamente por
el Estado receptor de su derecho a comunicarse con las autoridades con-
sulares mexicanas, y habrían sido sentenciados a muerte en diez entidades
federativas de los Estados Unidos de América.

3. De conformidad con las manifestaciones del Estado solicitante, la
consulta tiene como presupuestos de hecho los siguientes: que tanto el
Estado que envía como el Estado receptor son partes en la Convención de
Viena sobre Relaciones Consulares; ambos son miembros de la Organiza-
ción de los Estados Americanos (en adelante “ la OEA”) y suscribieron la
Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre (en adelante
“ la Declaración Americana” ), y aunque el Estado receptor no ha ratifica-
do la Convención Americana, sí ha ratificado el Pacto Internacional de
Derechos Civiles y Políticos de la Organización de las Naciones Unidas
(en adelante “ la ONU”).

4. Partiendo de dichas premisas, México solicitó la opinión de la Cor-
te sobre los siguientes asuntos:

En relación con la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares

1. En el marco del artículo 64.1 de la Convención Americana, ¿debe enten-
derse el artículo 36 de la Convención de Viena [sobre Relaciones Consula-
res], en el sentido de contener disposiciones concernientes a la protección
de los derechos humanos en los Estados Americanos?

2. Desde el punto de vista del derecho internacional, ¿está subordinada la
exigibilidad de los derechos individuales que confiere el citado artículo 36
a los extranjeros, por parte de los interesados frente al Estado receptor, a
las propuestas del Estado de su nacionalidad?

3. Tomando en cuenta el objeto y fin del artículo 36.1.b) de la Convención de
Viena, ¿debe interpretarse la expresión “sin dilación”  contenida en dicho
precepto, en el sentido de requerir que las autoridades del Estado receptor
informen a todo extranjero detenido por los delitos sancionables con la
pena capital de los derechos que le confiere el propio artículo 36.1.b), en el
momento del arresto y en todo caso antes de que el detenido rinda cual-
quier declaración o confesión ante las autoridades policiacas o judiciales?

4. Desde el punto de vista del derecho internacional y tratándose de personas
extranjeras, ¿cuáles debieran ser las consecuencias jurídicas respecto de la
imposición y ejecución de la pena de muerte, ante la falta de notificación a
que refiere el artículo 36.1.b) de la Convención de Viena?
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Respecto del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos

5. En el marco del artículo 64.1 de la Convención Americana, ¿deben enten-
derse los artículos 2o., 6o., 14 y 50 del Pacto, en el sentido de contener
disposiciones concernientes a la protección de los derechos humanos en
los Estados americanos?

6. En el marco del artículo 14 del Pacto, ¿debe entenderse que el propio ar-
tículo 14 debe aplicarse e interpretarse a la luz de la expresión “ todas las
garantías posibles para asegurar el juicio justo” , contenida en el párrafo 5
de las respectivas salvaguardias de las Naciones Unidas, y que tratándose de
extranjeros acusados o inculpados de delitos sancionables con la pena ca-
pital, dicha expresión incluye la inmediata notificación al detenido o pro-
cesado, por parte del Estado receptor, de los derechos que le confiere el
artículo 36.1.b) de la Convención de Viena?

7. Tratándose de personas extranjeras acusadas o inculpadas de delitos san-
cionables con la pena capital, ¿se conforma la omisión, por parte del Esta-
do receptor, de la notificación exigida por el artículo 36.1.b) de la Conven-
ción de Viena con respecto a los interesados, con el derecho de éstos a
disponer de “medios adecuados para la preparación de su defensa”  de
acuerdo con el artículo 14.3.b) del Pacto?

8. Tratándose de personas extranjeras acusadas o inculpadas de delitos san-
cionables con la pena capital, ¿debe entenderse que las expresiones “ga-
rantías mínimas” , contenida en el artículo 14.3 del Pacto, y “equiparables
como mínimo” , contenida en el párrafo 5 de las respectivas salvaguardias
de las Naciones Unidas, eximen al Estado receptor del inmediato cumpli-
miento con respecto al detenido o procesado de las disposiciones del artí-
culo 36.1.b) de la Convención de Viena?

9. Tratándose de países [a]mericanos constituidos como Estados federales
que son parte en el Pacto de Derechos Civiles, y en el marco de los artícu-
los 2o., 6o., 14 y 50 del Pacto, ¿están obligados dichos Estados a garanti-
zar la notificación oportuna a que se refiere el artículo 36.1.b) de la Con-
vención de Viena a todo individuo de nacionalidad extranjera arrestado,
detenido o procesado en su territorio por delitos sancionables con la pena
capital; y a adoptar disposiciones conforme a su derecho interno para hacer
efectiva en tales casos la notificación oportuna a que se refiere ese artículo
en todos sus componentes, si el mismo no estuviese ya garantizado por
disposiciones legislativas o de otra índole, a fin de dar plena eficacia a los
respectivos derechos y garantías consagrados en el Pacto?

10. En el marco del Pacto, y tratándose de personas extranjeras, ¿cuáles debie-
ran ser las consecuencias jurídicas respecto de la imposición y ejecución
de la pena de muerte, ante la falta de notificación a que se refiere el artícu-
lo 36.1.b) de la Convención de Viena?
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Respecto de la Carta de la OEA y de la Declaración Americana

11. Tratándose de arrestos y detenciones de extranjeros por delitos sanciona-
bles con la pena capital y el marco de los artículos 3.11 de la Carta y II de
la Declaración, ¿se conforma la omisión por parte del Estado receptor de la
notificación al detenido o inculpado sin dilación, de los derechos que le
confiere el artículo 36.1.b) de la Convención de Viena, con la proclama-
ción por la Carta de los derechos humanos, sin distinción por motivos de
nacionalidad, y con el reconocimiento por la Declaración del derecho a la
igualdad ante la ley sin distinción alguna?

12. Tratándose de personas extranjeras y en el marco del artículo 3.[1])2 de la
Carta de la OEA y de los artículos I, II y XXVI de la Declaración, ¿cuáles
debieran ser las consecuencias jurídicas respecto de la imposición y ejecu-
ción de la pena de muerte, ante la falta de notificación a que se refiere el
artículo 36.1.b) de la Convención de Viena?

LOS DERECHOS A LA INFORMACIÓN, NOTIFICACIÓN Y COMUNICACIÓN,

Y DE ASISTENCIA CONSULAR, Y SU VÍNCULO CON LA PROTECCIÓN

DE LOS DERECHOS HUMANOS EN LOS ESTADOS AMERICANOS

(Primera pregunta)

68. En la consulta, México solicitó a la Corte que interpretara si “ [e]n
el marco del artículo 64.1 de la Convención Americana, [...] debe enten-
derse el artículo 36 de la Convención de Viena [sobre Relaciones Consu-
lares], en el sentido de contener disposiciones concernientes a la protec-
ción de los derechos humanos en los Estados Americanos...” .

69. Como se expresó anteriormente (supra 29), la Corte tiene compe-
tencia para interpretar, además de la Convención Americana, “otros trata-
dos concernientes a la protección de los derechos humanos en los Estados
americanos” .

70. En su décima Opinión Consultiva, la Corte interpretó que la pala-
bra “ tratado” , tal como la emplea el artículo 64.1, se refiere, “al menos
[a] un instrumento internacional de aquellos que están gobernados por las
dos Convenciones de Viena” : la Convención de Viena sobre el Derecho
de los Tratados de 1969 y la Convención de Viena sobre el Derecho de
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los Tratados entre Estados y Organizaciones Internacionales o entre Or-
ganizaciones Internacionales de 1986.3 Además, el Tribunal ha definido
que los tratados a que hace referencia el artículo 64.1 son aquellos en los que
son Partes uno o más Estados americanos, entendiendo por éstos a todos
los Estados miembros de la OEA.4 Por último, la Corte reitera que los
términos del artículo citado tienen un marcado carácter extensivo,5 que
también debe guiar su interpretación.

71. La Convención de Viena sobre Relaciones Consulares es un
“acuerdo internacional celebrado por escrito entre Estados y regido por el
Derecho Internacional” , en el sentido que da a esta amplia expresión la
Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados de 1969. En ella
son Partes los Estados miembros de la OEA con sólo dos excepciones:
Belice y St. Kitts y Nevis.

72. Para los fines de esta Opinión la Corte debe determinar si este
Tratado concierne a la protección de los derechos humanos en los 33 Es-
tados americanos que son Partes en él, es decir, si atañe, afecta o interesa
a esta materia. Al realizar este estudio, el Tribunal reitera que la interpre-
tación de toda norma debe hacerse de buena fe, conforme al sentido co-
rriente que ha de atribuirse a los términos empleados por el tratado en el
contexto de éstos y teniendo en cuenta su objeto y fin (artículo 31 de la
Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados,6 y que dicha in-
terpretación puede involucrar el examen del tratado considerado en su
conjunto, si es necesario.

73. En algunos escritos de observaciones presentados ante la Corte se
ha expresado que en el Preámbulo de la Convención de Viena sobre Rela-
ciones Consulares se indica que los Estados Partes estuvieron conscien-
tes, en el proceso de redacción, “ ...de que la finalidad de los privilegios e
inmunidades [consulares] no es beneficiar a particulares, sino garantizar a
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las oficinas consulares el eficaz desempeño de sus funciones en nombre
de sus Estados Respectivos” .7

Por ende, la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares no
atendería al objetivo de otorgar derechos a los individuos; los derechos
de comunicación y notificación consular son, “ante todo” , derechos es-
tatales.

74. La Corte ha examinado el proceso de formulación del Preámbulo
de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares, y ha constatado
que los “particulares”  a que hace referencia son aquellos que ejercen fun-
ciones consulares, y que el propósito de la aclaración citada fue constancia
del carácter funcional de los privilegios e inmunidades otorgados a éstos.

75. Observa la Corte, de otro lado, que en el caso relativo al personal
diplomático y consular de los Estados Unidos de América en Teherán,
los Estados Unidos de América relacionaron el artículo 36 de la Conven-
ción de Viena sobre Relaciones Consulares con los derechos de los nacio-
nales del Estado que envía.8 A su vez, la Corte Internacional de Justicia
hizo referencia a la Declaración Universal de los Derechos Humanos en
la sentencia respectiva.9

76. Por otra parte, México no solicita al Tribunal que interprete si el
objeto principal de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares
es la protección de los derechos humanos, sino si una norma de esta con-
cierne a dicha protección, lo cual adquiere relevancia a la luz de la juris-
prudencia consultiva de este Tribunal, que ha interpretado que un tratado
puede concernir a la protección de los derechos humanos, con inde-
pendencia de cuál sea su objeto principal.10 Por lo tanto, aun cuando son
exactas algunas apreciaciones presentadas al tribunal sobre el objeto prin-
cipal de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares, en el sen-
tido de que ésta es un tratado destinado a “establecer un equilibrio entre
Estados” , esto no obliga a descartar, de plano, que dicho Tratado pueda
concernir a la protección de los derechos fundamentales de la persona en
el continente americano.
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77. A partir de la coincidencia de la práctica de los Estados en mate-
ria de protección diplomática se desarrollaron las discusiones en torno a
la redacción del artículo 36 de la Convención de Viena sobre Relaciones
Consulares, que reza:

1. Con el fin de facilitar el ejercicio de las funciones consulares relacionadas
con los nacionales del Estado que envía:

a) los funcionarios consulares podrán comunicarse libremente con los
nacionales del Estado que envía y visitarlos. Los nacionales del Es-
tado que envía deberán tener la misma libertad de comunicarse con
los funcionarios consulares de ese Estado y visitarlos;

[...]

78. En el apartado citado se consagra el derecho a la libre comunica-
ción, cuyos titulares, como lo revela en forma unívoca el texto, son tanto
el funcionario consular como los nacionales del Estado que envía, sin que
se hagan ulteriores precisiones con respecto a la situación de dichos na-
cionales. El derecho de los detenidos extranjeros a la comunicación con
funcionarios consulares del Estado que envía es concebido como un dere-
cho del detenido en las más recientes manifestaciones del derecho penal
internacional11

79. Por lo tanto el funcionario consular y el nacional del Estado que
envía tienen el derecho a comunicarse entre sí, en todo momento, con el
propósito de que el primero pueda ejercer debidamente sus funciones. De
conformidad con el artículo 5 de la Convención de Viena sobre Relacio-
nes Consulares, estas funciones consulares consisten, entre otras, en

a) proteger en el Estado receptor los intereses del Estado que envía y de
sus nacionales, sean personas naturales o jurídicas, dentro de los lími-
tes permitidos por el derecho internacional;12

[... ]
e) prestar ayuda y asistencia a los nacionales del Estado que envía, sean

personas naturales o jurídicas;
[... ]
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i) representar a los nacionales del Estado que envía o tomar las medidas con-
venientes para su representación ante los tribunales y otras autoridades del
Estado receptor, de conformidad con la práctica y los procedimientos en
vigor en este último, a fin de lograr que, de acuerdo con las leyes y regla-
mentos del mismo se adopten las medidas provisionales de preservación
de los derechos e intereses de esos nacionales, cuando, por estar ausentes o
por cualquier otra causa, no puedan defenderlos oportunamente;

80. De la lectura conjunta de los textos citados, se desprende que la
Convención de Viena sobre Relaciones Consulares reconoce, como una
función primordial del funcionario consular, el otorgamiento de asisten-
cia al nacional del Estado que envía en la defensa de sus derechos ante
las autoridades del Estado receptor. En este marco, la Corte estima que la
norma que consagra la comunicación consular tiene un doble propósito:
reconocer el derecho de los Estados de asistir a sus nacionales a través de
las actuaciónes del funcionario consular y, en forma paralela, reconoci-
miento del derecho correlativo de que goza el nacional del Estado que
envía para acceder al funcionario consular con el fin de procurar dicha
asistencia.

81. Los apartados b) y c) del artículo 36.1 de la Convención de Viena
sobre Relaciones Consulares se refieren a la asistencia consular en una
situación particular: la privación de libertad. La Corte estima que estos
apartados requieren análisis separado. El apartado b) dispone que

si el interesado lo solicita, las autoridades competentes del Estado receptor
deberán informar sin retraso alguno a la oficina consular competente en ese
Estado cuando, en su circunscripción, un nacional del Estado que envía sea
arrestado de cualquier forma, detenido o puesto en prisión preventiva.
Cualquier comunicación dirigida a la oficina consular por la persona arres-
tada, detenida o puesta en prisión preventiva, le será asimismo transmitida
sin demora por dichas autoridades, las cuales habrán de informar sin dila-
ción a la persona interesada acerca de los derechos que se le reconocen en
este apartado.

El texto citado consagra, entre otros, el derecho del extranjero priva-
do de la libertad a ser informado, “sin dilación” , de que tiene

a) derecho a solicitar y obtener que las autoridades competentes del Esta-
do receptor informen a la oficina consular competente sobre su arresto,
detención o puesta en prisión preventiva, y
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b) derecho a dirigir a la oficina consular competente cualquier comunica-
ción, para que esta le sea transmitida “sin demora” .

82. Los derechos mencionados en el párrafo anterior, que han sido
reconocidos por la comunidad internacional en el Conjunto de Principios
para la Protección de todas las Personas Sometidas a cualquier forma de
Detención o Prisión,13 tienen la característica de que su titular es el indi-
viduo. En efecto, el precepto es inequívoco al expresar que “ reconoce”
los derechos de información y notificación consular a la persona interesa-
da. En esto, el artículo 36 constituye una notable excepción con respecto
a la naturaleza, esencialmente estatal, de los derechos y obligaciones con-
sagrados en la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares y re-
presenta, en los términos en que lo interpreta esta Corte en la presente
Opinión Consultiva, un notable avance respecto de las concepciones tra-
dicionales del Derecho Internacional sobre la materia.

83. Los derechos reconocidos al individuo por el apartado b) del ar-
tículo 36.1, ya citado, se relacionan con el apartado siguiente, de acuerdo
con el cual

c) los funcionarios consulares tendrán derecho a visitar al nacional del
Estado que envía que se halle arrestado, detenido o en prisión preven-
tiva, a conversar con él y a organizar su defensa ante los tribunales.
Asimismo, tendrán derecho a visitar a todo nacional del Estado que
envía que, en su circunscripción, se halle arrestado, detenido o preso
en cumplimiento de una sentencia. Sin embargo, los funcionarios con-
sulares se abstendrán de intervenir en favor del nacional detenido,
cuando este se oponga expresarnente a ello[;]

Como se desprende del texto, el ejercicio de este derecho sólo está
limitado por la voluntad del individuo, que puede oponerse “expresamen-
te”  a cualquier intervención del funcionario consular en su auxilio. Esta
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ultima circunstancia reafirma la naturaleza individual de los referidos de-
rechos reconocidos en el artículo 36 de la Convención de Viena sobre Re-
laciones Consulares.

84. Por lo tanto, la Corte concluye que el artículo 36 de la Conven-
ción de Viena sobre Relaciones Consulares reconoce al detenido extran-
jero derechos individuales a los que corresponden los deberes correlativos
a cargo del Estado receptor. Esta interpretación se confirma por la histo-
ria legislativa del artículo citado. De ésta se desprende que aun cuando en
un principio algunos Estados consideraron que era inadecuado incluir for-
mulaciones respecto de los derechos que asistían a nacionales del Estado
que envía,14 al final se estimó que no existía obstáculo alguno para reco-
nocer derechos al individuo en dicho instrumento.

85. Ahora bien, es necesario examinar si las obligaciones y derechos
consagrados en dicho artículo 36 conciernen a la protección de los dere-
chos humanos.15

86. Si el Estado que envía decide brindar su auxilio, en ejercicio de
los derechos que le confiere el artículo 36 de la Convención de Viena so-
bre Relaciones Consulares, podrá asistir al detenido en diversos actos de
defensa, como el otorgamiento o contratación de patrocinio letrado, la ob-
tención de pruebas en el país de origen, la verificación de las condiciones
en que se ejerce la asistencia legal y la observación de la situación que
guarda el procesado mientras se halla en prisión.

87. Por lo tanto, la comunicación consular a la que se refiere el ar-
tículo 36 de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares, efecti-
vamente concierne a la protección de los derechos del nacional del Estado
que envía y puede redundar en beneficio de aquél. Ésta es la interpreta-
ción que debe darse a las funciones de “protección de los intereses”  de
dicho nacional y a la posibilidad de que éste reciba “ayuda y asistencia” ,
en particular, en la organización de “su defensa ante los tribunales” . La
relación que existe entre los derechos conferidos por el artículo 36 y los
conceptos de “debido proceso legal”  o “garantías judiciales”  se examina
en otra sección de esta Opinión Consultiva (infra 110).
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15 Cfr. Al respecto, “Otros tratados” objeto de la función consultiva de la Corte (Artículo 64,
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VII
LA EXIGIBILIDAD DE LOS DERECHOS RECONOCIDOS EN EL ARTÍCULO 36

DE LA CONVENCIÓN DE VIENA SOBRE RELACIONES CONSULARES

(Segunda pregunta)

88. En su segunda pregunta, México solicitó a la Corte que interpre-
tara si “ [d]esde el punto de vista del derecho internacional, ¿está subordi-
nada la exigibilidad de los derechos individuales que confiere el citado
artículo 36 a los extranjeros, por parte de los interesados frente al Estado
receptor, a las protestas del Estado de su nacionalidad?”

89. A juicio de esta Corte, el cumplimiento del deber estatal corres-
pondiente al derecho a la comunicación consular (apartado a] del artículo
36.1) no está sujeto al requisito de protesta previa del Estado que envía.
Esto se desprende claramente del artículo 36.1.a), que dispone que “ [l]os
nacionales del Estado que envía deberán tener la... libertad de comunicar-
se con los funcionarios consulares de ese Estado y de visitarlos[.]” .

Lo mismo sucede con el derecho a la información sobre la asistencia
consular, que también está consagrado como un derecho correspondiente
a un deber del Estado receptor, sin necesidad de requerimiento alguno
para que adquiera vigencia o actualidad esta obligación.

90. El derecho a la notificación consular está condicionado, única-
mente, a la voluntad del individuo interesado.16 A este respecto, es revela-
dor que en el proyecto presentado a la Conferencia de las Naciones Uni-
das sobre Relaciones Consulares, el cumplimiento del deber de notificar
al funcionario consular en los casos previstos por el apartado b) del ar-
tículo 36.1 no dependía de la voluntad de la persona privada de libertad.
Sin embargo, algunos participantes en la Conferencia se opusieron a esta
formulación basados en motivos de orden práctico que imposibilitarían el
cumplimiento del deber mencionado,17 y en la necesidad de que el indivi-
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16 Esta posición se refleja claramente de las enmiendas propuestas en la Segunda Comisión por
Suiza (A/CONF.25/C2/L.78), Estados Unidos de América (A/CONF.25/C.2/L.31); Japón (A/CONF.25
/C2/L.56), Australia (A/CONF.25/16, vol. I, p. 345); España (A/CONF.25/16, vol. I, p. 346). Es par-
ticularmente interesante mencionar que a este respecto, se hizo expresa mención a que “ la libertad de
la persona humana y la manifestación de la voluntad son, efectivamente, los principios fundamentales
de los instrumentos preparados bajo los auspicios de las Naciones Unidas. Es indispensable que el texto
de la Convención aluda a esos principios”. Cfr. Presentación de Suiza (A/CONF.25/16, vol. I, p. 349).

17 Presentaciones de Francia (A/CONF.25/16, vol. I, pp. 350 y 356); Italia (A/CONF.25/16, vol.
I, p. 352); República de Corea (A/CONF.25/16, vol. I, p. 353); República de Vietnam (A/CONF.25/16,
vol. I, p. 353); Tailandia (A/CONF.25/16, vol. I, pp. 354 y 357); Filipinas (A/CONF.25/16, vol. I, p. 37);
Nueva Zelanda (A/CONF.25/16, vol. I, p. 37); República Árabe Unida (A/CONF.25/16, vol. I, p. 38);



duo decidiera libremente si deseaba que el funcionario consular fuera no-
tificado de la detención y en su caso, autorizara la intervención de este en
su favor. Como fundamento de estas posiciones se argumentó, en lo esen-
cial, que debía ser respetado el libre albedrío de la persona.18 Ninguno de
los Estados participantes se refirió a la necesidad del Estado que envía
satisficiese algún requisito o condición.

91. Por último, el apartado c) condiciona a la voluntad del individuo
la intervención del funcionario consular en la “organiza[ción] de su de-
fensa”  y en las visitas al lugar en que se halla detenido. Tampoco en este
apartado se hace mención alguna a la necesidad de que medien protestas
del Estado que envía.

92. Particularmente en lo que se refiere a los apartados b) y c) del
artículo 36.1, el cumplimiento inmediato de los deberes del Estado re-
ceptor responde al objeto mismo de la notificación consular. En efecto,
ésta atiende al propósito de alertar al Estado que envía sobre una situa-
ción de la cual, en principio, éste no tiene conocimiento. Por lo tanto,
sería ilógico supeditar el ejercicio o cumplimiento de estos derechos y
deberes a las protestas de un Estado que ignora la situación en que se
encuentra su nacional.

93. En uno de los escritos sometidos a este Tribunal se mencionó que
en ciertos casos se dificulta al Estado receptor obtener información sobre
la nacionalidad del detenido.19 Si no existe este conocimiento, el Estado
receptor no sabrá que el individuo es titular del derecho a la información
consagrado en el artículo 36 de la Convención de Viena sobre Relaciones
Consulares.

94. A este respecto, la Corte estima que la identificación del imputa-
do, requisito indispensable para la individualización penal, es un deber
que recae en el Estado que lo tiene bajo su custodia. Dicha identificación
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Venezuela (A/CONF.25/16, vol. I, p. 38); Japón (A/CONF.25/16, vol. I, p. 39); República Arabe
Unida en representación de la enmienda conjunta a la propuesta de los 17 países (A/ CONF.25/16,
vol. I, p. 86).

18 Propuesta de enmienda de los Estados Unidos de América (A/CONF.25/C.2/L.3) en concor-
dancia con presentaciones de Australia (A/CONF25/16, vol. I, p. 345; (A/CONF.25/16, vol. I, p.
348), Países Bajos (A/CONF.25/16, vol. I, p. 346), Argentina (A/CONF.25/16, vol I, p. 348) Reino
Unido (A/CONF.25/16, vol. I, p. 348), Ceilán (A/CONF.25/16, vol. I, p. 348), Tailandia (A/CONF.
25/16, p. 349), Suiza (A/CONF.25/16, vol. I, p. 349), España (A/CONF.25/16, vol. I, pp. 349 y 358);
Ecuador (A/CONF.25/16, vol. I, p. 358); República de Vietnam (A/CONF.25/16, vol. I, p. 38); Fran-
cia (A/CONF.25/16, vol. I, p. 39); Túnez, en representación de la propuesta conjunta de los 17 países
(A/CONF.25/ 16, vol. I, p. 85).

19 Escrito de observaciones de los Estados Unidos de América, p. 13.



es esencial, por ejemplo para determinar la edad del sujeto privado de li-
bertad y asegurarle un tratamiento adecuado a sus circunstancias. En el
cumplimiento del deber de identificar al detenido, el Estado utiliza los
mecanismos que han sido establecidos en su derecho interno con este pro-
pósito y que necesariamente incluyen los registros de control migratorio,
en el caso de extranjeros.

95. No escapa a la atención de esta Corte la posibilidad de que el
propio detenido haga difícil el conocimiento de su condición de extran-
jero. Algunos detenidos podrían encubrir esta condición para evitar ser
deportados. En estos casos, los registros de control migratorio no serán
útiles o suficientes para que el Estado pueda determinar la identidad del
sujeto. También surgen problemas cuando el detenido siente temor de
las acciones de su Estado de procedencia y, por lo tanto, procura obsta-
culizar la averiguación de su nacionalidad. En ambos supuestos, el Esta-
do receptor puede enfrentar dificultades, que no le son imputables, para
cumplir los deberes que le impone el artículo 36. La apreciación de cada
caso, hecha por las autoridades nacionales o internacionales competen-
tes, permitirá establecer si el Estado receptor es o no responsable de in-
cumplir esos deberes.

96. Lo expuesto en el párrafo anterior no desvirtúa el principio de que
el Estado que lleva a cabo la detención tiene el deber de conocer la identi-
dad de la persona a la que priva de libertad. Ello le permitirá cumplir sus
propias obligaciones y observar puntualmente los derechos del detenido.
Tomando en cuenta la dificultad de establecer de inmediato la nacionali-
dad del sujeto, la Corte estima pertinente que el Estado haga saber al de-
tenido los derechos que tiene en caso de ser extranjero, del mismo modo
en que se le informa sobre los otros derechos reconocidos a quien es pri-
vado de libertad.

97. Por estas razones, la Corte considera que la observancia de los
derechos que reconoce al individuo el artículo 36 de la Convención de
Viena sobre Relaciones Consulares no está subordinada a las protestas
del Estado que envía.
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VIII
LA EXPRESIÓN “SIN DILACIÓN” , CONTENIDA EN EL ARTÍCULO 36.1.B)

DE LA CONVENCIÓN DE VIENA SOBRE RELACIONES CONSULARES

(Tercera pregunta)

98. En la tercera pregunta de la consulta, México ha requerido a la
Corte que interprete si 

[t]omando en cuenta el objeto y fin del artículo 36.1.b) de la Convención
de Viena [sobre Relaciones Consulares], [...] debe interpretarse la expre-
sión “sin dilación”  contenida en dicho precepto, en el sentido de requerir
que las autoridades del Estado receptor informen a todo extranjero deteni-
do por delitos sancionables con la pena capital de los derechos que le con-
fiere el propio artículo 36.1.b), en el momento del arresto y en todo caso
antes de que el detenido rinda cualquier declaración o confesión ante las
autoridades policiacas o judiciales...

99. La Corte advierte que en esta pregunta está expresamente involu-
crado, por vez primera, un elemento de fundamental importancia para la
presente Opinión Consultiva. Aun cuando se inquiere, en lo principal, si
la expresión “sin dilación”  está sancionada con procesal determinado, se
ha pedido que la interpretación se practique en el contexto de los casos en
que la privación de libertad se origina en la persecución por un delito san-
cionable con pena capital.

100. El Estado solicitante aclaró que si bien la consulta se limita a
casos sancionables con pena de muerte, esto no excluye la aplicación de
los derechos enunciados en el artículo 36 en otras circunstancias. La Cor-
te considera que esta apreciación es correcta. El artículo 36.1.b) de la
Convención de Viena sobre Relaciones Consulares no establece distin-
ción alguna con base en la gravedad de la pena aplicable al delito que
origina la detención. A este respecto, es revelador que el artículo citado
no exige que se informe al funcionario consular sobre las razones que de-
terminaron la privación de libertad. Al acudir a los respectivos trabajos
preparatorios, este Tribunal ha constatado que esto es resultado de la vo-
luntad expresa de los Estados Partes, algunos de los cuales admitieron
que revelar al funcionario consular el motivo de la detención constituiría
una violación del derecho fundamental a la privacidad. El artículo 36.1.b.
tampoco hace distinción alguna en razón de la pena aplicable, por lo que
es natural deducir que este derecho asiste a cualquier detenido extranjero.
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101. Por lo tanto, la respuesta que la Corte ofrezca a esta parte de la
consulta, es aplicable a todos los casos en que un nacional del Estado que
envía es privado de libertad por cualesquiera motivos, y no únicamente
por hechos que, al ser calificados por la autoridad competente, podrían
involucrar la aplicación de la pena de muerte.

102. Dilucidado este aspecto de la pregunta, la Corte determinará si
debe interpretarse que el concepto “sin dilación” , contenido en el artículo
36.1.b) de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares, requiere
que las autoridades del Estado receptor informen a todo detenido extran-
jero de los derechos que le confiere dicho artículo “en el momento del
arresto y en todo caso antes de que el detenido rinda cualquier declara-
ción o confesión ante las autoridades policiacas o judiciales” .

103. De la historia legislativa de ese artículo se desprende que la obli-
gación de informar “sin dilación”  al detenido del Estado que envía sobre
los derechos que le confiere dicho precepto fue incluida, a propuesta del
Reino Unido y con el voto afirmativo de una gran mayoria20 de los Esta-
dos participantes en la Conferencia, como una medida que permite asegu-
rar que el detenido esté consciente, en forma oportuna, del derecho que le
asiste de solicitar que se notifique al funcionario consular sobre su deten-
ción para los fines de la asistencia consular. Es claro que estos son los
efectos propios (effet utile) de los derechos reconocidos por el artículo 36.

104. Por lo tanto, y en aplicación de un principio general de interpre-
tación que ha reiterado en forma constante la jurisprudencia internacio-
nal, la Corte interpretará el artículo 36 en forma tal que se obtenga dicho
“efecto útil”. 21

105. Al tratar este tema, es pertinente recordar las conclusiones de la
Corte con respecto a la segunda pregunta de la consulta (supra 97). Aqué-
lla declaró que el respeto de los derechos reconocidos al individuo en el
artículo 36 de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares no
depende de las protestas del Estado de su nacionalidad. Pesa entonces so-
bre el Estado que recibe, la carga de cumplir con la obligación de infor-
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20 Consta del voto respectivo que votaron a favor 65 Estados, 13 se abstuvieron y 2 votaron en
contra (A/CONF.25/ 16, vol. I, p. 90). Posteriormente, Checoslovaquia, que se abstuvo de votar, ma-
nifestó que la enmienda propuesta por el Reino Unido contribuye una “disposición totalmente acep-
table”  (A/CONF.25/ 16, vol. I, p. 90).

21 Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, artículo 31.1. Cfr. Free Zones of
Upper Savoy and the District of Gex, Order of 19 August 1929, P. C.IJ., Serie A, núm. 22; p. 13 y
Caso Velázquez Rodríguez Excepciones preliminares. Sentencia de 26 de junio de 1987. Serie C,
núm. 1; parr. 30.



mar al detenido sobre sus derechos, de conformidad con lo dicho en el
párrafo 96.

106. En consecuencia, para establecer el sentido que corresponde dar
al concepto “sin dilación” , se debe considerar la finalidad a la que sirve
la notificación que se hace al inculpado. Es evidente que dicha notifica-
ción atiende al propósito de aquel que disponga de una defensa eficaz.
Para ello, la notificación debe ser oportuna, esto es, ocurrir en el momen-
to procesal adecuado para tal objetivo. Por lo tanto, y a falta de precisión
en el texto de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares, la
Corte interpreta que se debe hacer la notificación al momento de privar
de la libertad al inculpado y en todo caso antes de que éste rinda su pri-
mera declaración ante la autoridad.

IX
NORMAS DEL PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS

CIVILES Y POLÍTICOS

(Quinta pregunta)

107. México ha solicitado a la Corte su opinión sobre si

[e]n el marco del artículo 64.1 de la Convención Americana,... deben
entenderse los artículos 2o., 6o., 14 y 50 del Pacto [I]nternacional de
Derechos Civiles y Políticos], en el sentido de contener disposiciones
concernientes a la protección de los derechos humanos en los Estados
Americanos...

108. Las normas del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políti-
cos citadas son las siguientes:

Artículo 2o.
1. Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a

respetar y a garantizar a todos los individuos que se encuentren en su terri-
torio y estén sujetos a su jurisdicción los derechos reconocidos en el pre-
sente Pacto, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión,
opinión política o de otra índole, origen nacional o social, posición econó-
mica, nacimiento o cualquier otra condición social.

2. Cada Estado Parte se compromete a adoptar, con arreglo a sus proce-
dimientos constitucionales y a las disposiciones del presente Pacto, las me-
didas oportunas para dictar las disposiciones legislativas o de otro carácter

OPINIÓN CONSULTIVA DE LA CORTE INTERAMERICANA 573



que fueren necesarias para hacer efectivos los derechos reconocidos en el
presente Pacto y que no estuviesen ya garantizados por disposiciones legis-
lativas o de otro carácter.

3. Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a
garantizar que

a) Toda persona cuyos derechos o libertades reconocidos en el presente
Pacto hayan sido violados podrá interponer un recurso efectivo, aun cuan-
do tal violación hubiera sido cometida por personas que actuaban en ejerci-
cio de sus funciones oficiales;

b) La autoridad competente, judicial, administrativa o legislativa, o
cualquiera otra autoridad competente prevista por el sistema legal del Esta-
do, decidirá sobre los derechos de toda persona que interponga tal recurso,
y desarrollará las posibilidades de recurso judicial;

c) Las autoridades competentes cumplirán toda decisión en que se haya
estimado procedente el recurso.

Artículo 6o.
1. El derecho a la vida es inherente a la persona humana Este derecho

estará protegido por la ley. Nadie podrá ser privado de la vida arbitraria-
mente.

2. En los países que no hayan abolido la pena capital sólo podrá impo-
nerse la pena de muerte por los más graves delitos y de conformidad con
leyes que estén en vigor en el momento de cometerse el delito y que no
sean contrarias a las disposiciones del presente Pacto ni a la Convención
para la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio. Esta pena sólo
podrá imponerse en cumplimiento de sentencia definitiva de un tribunal
competente.

3. Cuando la privación de la vida constituya delito de genocidio se ten-
drá entendido que nada de lo dispuesto en este artículo excusará en modo
alguno a los Estados Partes del cumplimiento de ninguna de las obligacio-
nes asumidas en virtud de las disposiciones de la Convención para la Pre-
vención y la Sanción del Delito de Genocidio.

4. Toda persona condenada a muerte tendrá derecho a solicitar el indulto
o la conmutación de la pena de muerte. La amnistía, el indulto o la conmu-
tación de la pena capital podrán ser concedidos en todos los casos.

5. No se impondrá la pena de muerte por delitos cometidos por personas
de menos de 18 años de edad, ni se la aplicará a las mujeres en estado de
gravidez.

6. Ninguna disposición de este artículo podrá ser invocada por un Esta-
do Parte en el presente Pacto para demorar o impedir la abolición de la
pena capital.
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Artículo 14
1. Todas las personas son iguales ante los tribunales y cortes de justicia.

Toda persona tendrá derecho a ser oída públicamente y con las debidas ga-
rantías por un tribunal competente, independiente e imparcial, establecido
por la ley, en la substanciación de cualquier acusación de carácter penal
formulada contra ella o para la determinación de sus derechos u obligacio-
nes de carácter civil. La prensa y el público podrán ser excluidos de la tota-
lidad o parte de los juicios por consideraciones de moral, orden público o
seguridad nacional en una sociedad democrática, o cuando lo exija el inte-
rés de la vida privada de las partes o, en la medida estrictamente necesaria
en opinión del tribunal, cuando por circunstancias especiales del asunto la
publicidad pudiera perjudicar a los intereses de la justicia; pero toda sen-
tencia en materia penal o contenciosa sera pública, excepto en los casos en
que el interés de los menores de edad exija lo contrario, o en las actuacio-
nes referentes a pleitos matrimoniales o a la tutela de los menores.

2. Toda persona acusada de un delito tiene derecho a que se presuma su
inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a la ley.

3. Durante el proceso, toda persona acusada de un delito tendrá derecho,
en plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas:

a) A ser informada sin demora, en un idioma que comprenda y en forma
detallada, de la naturaleza y causas de la acusación formulada contra ella;

b) A disponer del tiempo y de los medios adecuados para la preparación
de su defensa y a comunicarse con un defensor de su elección; 

c) A ser juzgada sin dilaciones indebidas;
d) A hallarse presente en el proceso y a defenderse personalmente o ser

asistida por un defensor de su elección; a ser informada, si no tuviere de-
fensor, del derecho que le asiste a tenerlo y, siempre que el interés de la
justicia lo exija, a que se le nombre defensor de oficio, gratuitamente, si
careciere de medios suficientes para pagarlo;

e) A interrogar o hacer interrogar a los testigos de cargo y a obtener la
comparecencia de los testigos de descargo y que estos sean interrogados en
las mismas condiciones que los testigos de cargo;

f) A ser asistida gratuitamente por un intérprete, si no comprende o no
habla el idioma empleado en el tribunal; g) A no ser obligada a declarar
contra sí misma ni a confesarse culpable.

4. En el procedimiento aplicable a los menores de edad a efectos penales
se tendrá en cuenta esta circunstancia y la importancia de estimular su rea-
daptación social.

5. Toda persona declarada culpable de un delito tendrá derecho a que el
fallo condenatorio y la pena que se le haya impuesto sean sometidos a un
tribunal superior, conforme con lo prescrito por la ley.
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6. Cuando una sentencia condenatoria firme haya sido ulteriormente re-
vocada, o el condenado haya sido indultado por haberse producido o des-
cubierto un hecho plenamente probatorio de la comisión de un error judi-
cial, la persona que haya sufrido una pena como resultado de tal sentencia
deberá ser indemnizada, conforme con la ley, a menos que se demuestre
que le es imputable en todo o en parte el no haberse revelado oportunamen-
te el hecho desconocido.

7. Nadie podrá ser juzgado ni sancionado por un delito por el cual haya
sido ya condenado o absuelto por una sentencia firme de acuerdo con la ley
y el procedimiento penal de cada país.

Artículo 50
Las disposiciones del presente Pacto seran aplicables a todas las partes

componentes de los Estados federales, sin limitación ni excepción alguna.

109. En el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos son
Partes los Miembros de la OEA con excepción de Antigua y Barbuda,
Bahamas, Saint Kitts y Nevis y Santa Lucía. En concepto de este Tribu-
nal, todas las disposiciones citadas del Pacto Internacional de Derechos
Civiles y Políticos conciernen efectivamente a la protección de los dere-
chos humanos en los Estados americanos.

X
EL DERECHO A LA INFORMACIÓN SOBRE LA ASISTENCIA

CONSULAR Y SU RELACIÓN CON LAS GARANTÍAS MÍNIMAS

DEL DEBIDO PROCESO LEGAL

(Sexta, séptima, octava y undécima preguntas)

110. En varias preguntas de su solicitud, México plantea a la Corte
asuntos concretos referentes a la naturaleza del vínculo que existe entre el
derecho a la información sobre la asistencia consular y los derechos inhe-
rentes a la persona reconocidos en el Pacto Internacional de Derechos Ci-
viles y Políticos y la Declaración Americana y, a través de esta ultima, en
la Carta de la OEA. Estas preguntas son las siguientes:

Respecto del Pacto Internacional sobre Derechos Civiles y Políticos
...
6. En el marco del artículo 14 del Pacto, ¿debe entenderse que el propio

artículo 14 debe aplicarse e interpretarse a la luz de la expresión “ todas las
garantías posibles para asegurar un juicio justo”, contenida en el párrafo 5 de
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las respectivas salvaguardias de las Naciones Unidas y que tratándose de
extranjeros acusados o inculpados de delitos sancionables con la pena capi-
tal, dicha expresión incluye la inmediata notificación al detenido o procesa-
do, por parte del Estado receptor, de los derechos que le confiere el artículo
36.1.b) de la Convención de Viena [sobre Relaciones Consulares]?

7. Tratándose de personas extranjeras acusadas o inculpadas de delitos
sancionables con la pena capital, ¿se conforma la omisión, por parte del
Estado receptor, de la notificación exigida por el artículo 36.1.b) de la Con-
vención de Viena [sobre Relaciones Consulares] con respecto a los intere-
sados, con el derecho de estos a disponer de “medios adecuados para la
preparación de su defensa”  de acuerdo con el artículo 14.3.b) del Pacto?

8. Tratándose de personas extranjeras acusadas o inculpadas de delitos
sancionables con la pena capital, ¿debe entenderse que las expresiones
“garantías mínimas” , contenida en el artículo 14.3 del Pacto, y “equipara-
bles como mínimo” , contenida en el párrafo 5 de las respectivas salvaguar-
dias de las Naciones Unidas, eximen al Estado receptor del inmediato cum-
plimiento con respecto al detenido o procesado de las disposiciones del
artículo 36.1.b) de la Convención de Viena [sobre Relaciones Consulares]?

Respecto de la Carta de la OEA y de la Declaración Americana de los
Derechos y Deberes del Hombre

...
11. Tratándose de arrestos y detenciones de extranjeros por delitos san-

cionables con la pena capital y en el marco de los artículos 3.[1]) de la
Carta y II de la Declaración, ¿se conforma la omisión por parte del Estado
receptor de la notificación al detenido o inculpado, sin dilación, de los de-
rechos que le confiere el artículo 36.1.b) de la Convención de Viena [sobre
Relaciones Consulares], con la proclamación por la Carta de los derechos
humanos, sin distinción por motivos de nacionalidad, y con el reconoci-
miento por la Declaración del derecho a la igualdad ante la ley sin distin-
ción alguna?

111. En las preguntas citadas, el Estado solicitante requiere a la Corte
su opinión sobre si la inobservancia del derecho a la información consti-
tuye una violación de los derechos consagrados en los artículos 14 del
Pacto, 3 de la Carta de la OEA y II de la Declaración Americana, toman-
do en cuenta la naturaleza de esos derechos.

112. El examen de esta cuestión se inicia necesariamente con la con-
sideración de los criterios que rigen la interpretación de las últimas nor-
mas citadas. El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y la
Carta de la OEA, que son tratados bajo el concepto de la Convención de
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Viena sobre el Derecho de los Tratados, deben ser interpretados en los
términos del artículo 31 de ésta (supra 58).

113. Como se desprende de la norma citada, al dar interpretación a un
tratado no sólo se toman en cuenta los acuerdos e instrumentos formal-
mente relacionados con este (inciso segundo del artículo 31), sino tam-
bién el sistema dentro del cual se inscribe (inciso tercero del artículo 31).
Como ha dicho la Corte Internacional de Justicia,

...la Corte debe tomar en consideración las transformaciones ocurridas en
el medio siglo siguiente, y su interpretación no puede dejar de tomar en
cuenta la evolución posterior del derecho... Además, un instrumento inter-
nacional debe ser interpretado y aplicado en el marco del conjunto del sis-
tema jurídico vigente en el momento en que se practica la interpretación.
En el dominio al que se refiere el presente proceso, los últimos cincuenta
años... han traído una evolución importante... En este dominio como en
otros, el corpus juns gentium se ha enriquecido considerablemente, y la
Corte no puede ignorarlo para el fiel desempeño de sus funciones.22

114. Esta orientación adquiere particular relevancia en el Derecho In-
ternacional de los Derechos Humanos, que ha avanzado mucho mediante
la interpretación evolutiva de los instrumentos internacionales de protec-
ción. Tal interpretación evolutiva es consecuente con las reglas generales
de interpretación de los tratados consagradas en la Convención de Viena de
1969. Tanto esta Corte, en la Opinión Consultiva sobre la Interpretación
de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre
(1989),23 como la Corte Europea de Derechos Humanos, en los casos Tyrer
versus Reino Unido (1978),24 Marckx versus Bélgica (1979),25 Loizidou
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22 Legal Consequences for States of the Continued Presence of South Africa in Namibia (South
West Africa), notwithstanding Security Council Resolution 276 (1970), Advisory Opinion, I.CJ. Re-
ports 1971; p. 16 ad 31).

23 En lo que se refiere a la Declaración Americana, la Corte ha declarado que “a manera de
interpretación autorizada, los Estados miembros han entendido que [ésta] contiene y define aquellos
derechos humanos esenciales a los que la Carta [de la Organización] se refiere, de manera que no se
puede interpretar y aplicar [esta última] en materia de derechos humanos, sin integrar las normas
pertinentes en ella con las correspondientes disposiciones de la Declaración” . (Interpretación de
la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre en el marco del artículo 64 de la
Convención Americana sobre Derechos Humanos, Opinión Consultiva OC-10/89 de 14 de julio de
1989, serie A, núm. 10.

24 Eur. Court HR, Tyrer vs. United Kingdom judgment of 25 april 1978, series A, núm. 26; pp.
15-16, párr. 31.

25 Eur. Court HR, Marckx case, judgment of 13 june 1979, series A, núm. 31, p. 19, párr. 41.



versus Turquía (1995),26 entre otros, han señalado que los tratados de de-
rechos humanos son instrumentos vivos, cuya interpretación tiene que
acompañar la evolución de los tiempos y las condiciones de vida actuales.

115. El corpus juris del Derecho Internacional de los Derechos Hu-
manos está formado por un conjunto de instrumentos internacionales de
contenido y efectos jurídicos variados (tratados, convenios, resoluciones
y declaraciones). Su evolución dinámica ha ejercido un impacto positivo
en el Derecho Internacional, en el sentido de afirmar y desarrollar la apti-
tud de este último para regular las relaciones entre los Estados y los seres
humanos bajo sus respectivas jurisdicciones. Por lo tanto, esta Corte debe
adoptar un criterio adecuado para considerar la cuestión sujeta a examen
en el marco de la evolución de los derechos fundamentales de la persona
humana en el derecho internacional contemporáneo.

116. El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos consagra
el derecho al debido proceso legal (artículo 14) derivado de “ la dignidad
inherente a la persona humana” .27 Esa norma señala diversas garantías
aplicables a “ toda persona acusada de un delito” , y en tal sentido coincide
con los principales instrumentos internacionales sobre derechos humanos.

117. En opinión de esta Corte, para que exista “debido proceso le-
gal”  es preciso que un justiciable pueda hacer valer sus derechos y defen-
der sus intereses en forma efectiva y en condiciones de igualdad procesal
con otros justiciables. Al efecto, es útil recordar que el proceso es un me-
dio para asegurar, en la mayor medida posible, la solución justa de una
controversia. A ese fin atiende el conjunto de actos de diversas caracterís-
ticas generalmente reunidos bajo el concepto de debido proceso legal. El
desarrollo histórico del proceso, consecuente con la protección del indivi-
duo y la realización de la justicia, ha traído consigo la incorporación de
nuevos derechos procesales. Son ejemplo de este carácter evolutivo del
proceso los derechos a no autoincriminarse y a declarar en presencia de
abogado, que hoy día figuran en la legislación y la jurisprudencia de los
sistemas jurídicos más avanzados. Es así como se ha establecido, en for-
ma progresiva, el aparato de las garantías judiciales que recoge el artículo
14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, al que pueden
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series A, núm. 310; p. 26, párr. 71.
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punto segundo.



y deben agregarse, bajo el mismo concepto, otras garantías aportadas por
diversos instrumentos del Derecho Internacional.

118. En este orden de consideraciones, la Corte ha dicho que los re-
quisitos que deben ser observados en las instancias procesales para que
pueda hablarse de verdaderas y propias judiciales,28 “sirven para prote-
ger, asegurar o hacer valer la titularidad o el ejercicio de un derecho” ,29 y
son “condiciones que deben cumplirse para asegurar la adecuada defensa
de aquellos cuyos derechos u obligaciones están bajo consideración judi-
cial” .30

119. Para alcanzar sus objetivos, el proceso debe reconocer y resolver
los factores de desigualdad real de quienes son llevados ante la justicia. Es
así como se atiende el principio de igualdad real de quienes son llevados
ante la justicia. Es así como se atiende el principio de igualdad ante la ley
y los tribunales31 y a la correlativa prohibición de discriminación. La pre-
sencia de condiciones de desigualdad real obliga a adoptar medidas de
compensación que contribuyan a reducir o eliminar los obstáculos y defi-
ciencias que impidan o reduzcan la defensa eficaz de los propios intereses.
Si no existieran esos medios de compensación, ampliamente reconocidos
en diversas vertientes del procedimiento, difícilmente se podría decir que
quienes se encuentran en condiciones de desventaja disfrutan de un verda-
dero acceso a la justicia y se benefician de un debido proceso legal en con-
diciones de igualdad con quienes no afrontan esas desventajas.

120. Por ello se provee de traductor a quienes desconocen el idioma
en que se desarrolla el procedimiento, y también por eso mismo se atribu-
ye al extranjero el derecho a ser informado oportunamente de que puede

580 JURISPRUDENCIA

28 Garantías judiciales en estados de emergencia (artículos 272, 25 y 8o. Convención America-
na sobre Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC-9/87 de 6 de octubre de 1987, serie A, núm. 9;
párr. 27.

29 El Habeas Corpus bajo suspensión de garantías (artículos 27.2, 25.1 y 7.6 Convención
Americana sobre Derechos Humanos). Opinión Consultiva OP-8/87 de 30 de enero de 1987, serie A,
núm. 8; párr. 25.

30 Garantías judiciales en estados de emergencia (artículos 272, 25 y 8 Convención Americana
sobre Derechos Humanos). Opinión consultiva OC-9/87 de 6 de octubre de 1987, serie A, núm. 9;
párr. 28. Cfr. Caso Genie Lacayo. Sentencia de 29 de enero de 1997, serie C, núm. 30; párr. 74; Caso
Loayza Tamayo, Sentencia de 17 de septiembre de 1997, serie C, núm. 33; párr. 62.

31 Cfr. Declaración Americana, artículo II y XVIII; Declaración Universal, artículos 7o. y 10;
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (supra nota al pie de p. 77), artículos 2.1, 3o. y
26; Convención para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, artículos
2o. y 15; Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación
Racial, artículos 2o., 5o. y 7o.; Carta Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos, artículos 2o. y
3o.; Convención Americana, artículos 1o., 8.2 y 24; Convenio para la Protección de los Derechos
Humanos y de las Libertades Fundamentales, artículo 14.



contar con la asistencia consular. Estos son medios para que los inculpa-
dos puedan hacer pleno uso de otros derechos que la ley reconoce a todas
las personas. Aquéllos y éstos, indisolublemente vinculados entes sí, for-
man el conjunto de las garantías procesales y concurren a integrar el debi-
do proceso legal.

121. En el caso al que se refiere la presente opinión consultiva, ha de
tomarse en cuenta la situación real que guardan los extranjeros que se ven
sujetos a un procedimiento penal, del que dependen sus bienes jurídicos
más valiosos y, eventualmente, su vida misma. Es evidente que, en tales
circunstancias, la notificación del derecho a comunicarse con el repre-
sentante consular de su país, contribuirá a mejorar considerablemente sus
posibilidades de defensa y a que los actos procesales en los que interviene
—y entre ellos los correspondientes a diligencias de policía— se realicen
con mayor apego a la ley y respeto a la dignidad de las personas.

122. En tal virtud, la Corte estima que el derecho individual que se
analiza en esta Opinión consultiva debe de ser reconocido y considerado
en el marco de las garantías mínimas para brindar a los extranjeros la
oportunidad de preparar adecuadamente su defensa y contar con un jui-
cio justo.

123. La incorporación de este derecho en la Convención de Viena so-
bre Relaciones Consulares —y el contexto de las discusiones respectivas,
durante su redacción—,32 demuestran un reconocimiento uniforme en que
el derecho a la información sobre la asistencia consultiva constituye un
medio para la defensa del inculpado, que repercute y en ocasiones decisi-
vas, en el respeto de sus otros derechos procesales.

124. En otros términos, el derecho individual de información estable-
cida en el artículo 36.1.b) de la Convención de Viena sobre Relaciones
Consulares permite que adquiera eficacia, en los casos concretos, el dere-
cho al debido proceso legal consagrado en el artículo 14 del Pacto Inter-
nacional de Derecho Civiles y Políticos; y que este precepto establece ga-
rantías mínimas susceptibles de expansión a la luz de otros instrumentos
internacionales como la Convención de Viena sobre Relaciones Consula-
res, que amplían el horizonte de la protección de los justiciables. 
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XI
CONSECUENCIAS DE LA VIOLACIÓN DEL DERECHO A LA INFORMACIÓN

SOBRE LA ASISTENCIA CONSULAR

(Cuarta, décima y duodécima preguntas)

125. En sus cuarta, décima y duodécima preguntas, México solicitó
de la Corte una interpretación sobre los efectos jurídicos de la imposición
y ejecución de la pena de muerte en casos en que no se han respetado los
derechos reconocidos en el artículo 36.1b) de la Convención de Viena so-
bre Relaciones consulares:

En relación con la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares:
...
4. Desde el punto de vista del Derecho internacional y tratándose de

personas extranjeras, ¿cuáles debieran ser las consecuencias jurídicas res-
peto de la imposición y ejecución de la pena de muerte, ante la falta de
notificación a que se refiere el artículo 36.1.b) de la Convención de Viena
(sobre Relaciones Consulares)?

...
Respecto del Pacto Internacional sobre derechos civiles y Políticos:
...
10. En el marco del Pacto Internacional de Derechos civiles y Políticos

y tratándose de personas extranjeras, ¿cuáles debieran ser las consecuen-
cias jurídicas respecto de la imposición y ejecución de la pena de muerte,
ante la falta de notificación a que se refiere el artículo 36.1.b) de la Con-
vención de Viena sobre Relaciones consulares?

[..])
Respecto de la Carta de la OEA y de la Declaración americana de los

derechos y deberes del hombre:
...
12 tratándose de personas extranjeras y en el marco del artículo 3. (19

de la Carta de la OEA y de los artículos I, II y XXVI de la Declaración,
¿cuáles debieran ser las consecuencias jurídicas respecto de la imposición
y ejecución de la pena de muerte, ante la falta de notificación a que se
refiere el artículo 36.1.b) de la Convención de Viena sobre Relaciones
Consulares)?

126. De las preguntas formuladas por el Estado solicitante, no se des-
prende con claridad si éste solicita que la Corte interprete los efectos de
la omisión, por parte del Estado receptor, de informar al detenido extran-
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jero de los derechos que le confiere el artículo 36. 1.b) citado, o si la pre-
gunta se refiere a los casos en que el detenido ha expresado su deseo de
que se informe al funcionario consular sobre su detención, y el Estado
receptor no ha cumplido con estos deseos.

127. Sin embargo, del contexto general de la solicitud presentada por
México, la Corte interpreta que la solicitud se circunscribe al primero
de los supuestos citados, es decir, a la fase de información al detenido
sobre los derechos que le reconoce el artículo 36.1.b9 de la Convención
de Viena sobre Relaciones Consulares. Será ésta, entonces, la materia de
la cual se ocupara la Corte enseguida.

128. Es un principio general del derecho internacional, consagrado en
la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados (artículo26),
que los Estados partes en un tratado tienen la obligación de dar cumpli-
miento a éste de buena fe (pacta sunt servanda).

129. En virtud de que el derecho a la información es un componente
del artículo 36.1.b) de la Convención de Viena sobre Relaciones Consula-
res, el detenido extranjero debe de tener la oportunidad de valerse de este
derecho en su defensa. La inobservancia u obstrucción de su derecho a la
información afecta las garantías judiciales.

130 El comité de Derechos Humanos de la ONU ha determinado en
varios casos concernientes a la aplicación de la pena de muerte que, en caso
de constatarse violaciones a las garantías del debido proceso establecidas
en el artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos,
también se viola el artículo 6.2 del mismo si la pena es ejecutada.

131. En la comunicación número 16/1977, por ejemplo, referida al
caso del señor Daniel Mónguya Mbenge (1983), el comité citado estable-
ció que, según el artículo 6.2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles
y Políticos.

La pena de muerte sólo podrá imponerse “de conformidad con leyes que
estén en vigor en el momento de cometerse el delito y que no sean contra-
rias a las disposiciones”  del Pacto. Ello exige que tanto las leyes sustanti-
vas como las procesales en virtud de las cuales se hayan impuesto la pena
de muerte no sean contrarias a las disposiciones del Pacto y, además, que la
pena de muerte se haya impuesto de conformidad con esas leyes y, por
consiguiente, de conformidad con las disposiciones del Pacto. En conse-
cuencia, el incumplimiento por el Estado Parte de las condiciones pertinen-
tes que figuran en el párrafo 3 del artículo 14 lleva a la conclusión de que
las penas de muerte pronunciadas contra el autor de la comunicación se
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impusieron contrariamente a los dispuesto en el Pacto y, por tanto, en vio-
lación del párrafo 2 del artículo 6o.33

132. En el caso Reid vs. Jamaica (núm. 250/1987), el comité afirmó que

La imposición de una sentencia de muerte como conclusión de un juicio en
el cual no se han respetado las disposiciones del Pacto constituye... una
violación del artículo 6o. del pacto. Como el comité observó en su comen-
tario general 6(16), la disposición según la cual una sentencia de muerte
sólo puede imponerse de acuerdo con la ley y sin contrariar las disposicio-
nes del pacto, implica que deben ser respetadas las garantías procesales ahí
establecidas inclusive el derecho a un juicio justo por un tribunal inde-
pendiente, la presunción de inocencia, las garantías mínimas de defensa, y
el derecho a recurrir a un tribunal superior.34

A idéntica conclusión llegó en el caso Wrigth vs. Jamaica35 en 1992.
 133. La Corte ha destacado que el Estado solicitante dirige sus inte-

rrogantes a los caos en que es aplicable la pena de muerte. Por esta razón,
se debe determinar si el derecho Internacional de los Derechos Humanos
otorga efectos especiales al derecho a la información consular en esa hi-
pótesis.

134. La corte estima útil recordar que en el examen realizado, en su
oportunidad, sobre el artículo 4o. de la Convención Americana,36 advirtió
que la aplicación e imposición de la pena capital está limitada en térmi-
nos absolutos por el principio según el cual “nadie podrá ser privado de
la vida arbitrariamente” . Por tanto el artículo 6o. del Pacto Internacional
de Derechos Civiles y Políticos, como el artículo 4o. de la Convención,
ordenan la estricta observancia del procedimiento legal y limitan la apli-
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33 Selección de Decisiones del Comité de Derechos Humanos adoptadas con arreglo al Protoco-
lo Facultativo, vol. 2 (octubre de 1982-abril de 1988), Naciones Unidas, Nueva York, 1992; p. 86,
párr. 17.

34 The impositión ofa sentence of death upón the conclusión ofa trial in which the provisións of
the Convenant have not been respected constitutes (...) a violatión of article 6 of the Convenant.as the
Committe noted in its general comment (6 (16), the provisións that a sentence of death may be impo-
sed ónly in accordance with the law and not contrary to the provisións of the Covenant implies that
“ the procedural guarantees therein prescribe must be observe, including the right to a fair hearing by
an independent tribunal, the presumptión of innocence, the mínimum guarantees for the defence, and
the right to to review by a higher tribunal” . Human Rights Law Journal, vol. 11 (1990), núm. 3-4; p.
321, párr. 11.5.

35 Human Rights Law Journal, vol. 13 (1992), núm. 9-10; p. 351, párr. 8.7.
36 Restricciones a la pena de muerte (artículos 4.2 y 44, Convención Americana sobre Derechos

Humanos). Opinión Consultiva OC-3/83 de 8 de septiembre de 1983. Serie A, núm. 3; párrs. 52 a 55.



cación de esta pena a “ los más graves delitos” . En ambos instrumentos
existe, pues, una clara tendencia restrictiva a la aplicación de la pena de
muerte hacia su supresión final.37

135. Esta tendencia, que se encuentra reflejada en otros instrumentos
a nivel interamericano38 y universal39 se traduce en el principio interna-
cionalmente reconocido de que los Estados que aún mantienen la pena
de muerte deben aplicar, sin excepción, el más riguroso control sobre el
respeto a las garantías judiciales en estos casos. Es evidente que aquí de-
viene aún más relevante la obligación de observar el derecho a la infor-
mación, tomando en cuenta la naturaleza excepcionalmente grave e irre-
parable de la pena que pudiera aplicar a su titular. Si el debido proceso
legal, con su conjunto de derechos y garantías, debe ser respetado en
cualesquier circunstancias, su observancia es aún más importante cuando
se halle en juego el supremo bien que reconoce y protegen todas las de-
claraciones y tratados de derechos humanos: la vida humana.

136. Siendo la ejecución de la pena de muerte una medida de carácter
irreversible, exige del Estado el más estricto y riguroso respeto de las ga-
rantías judiciales, de modo a evitar una violación de éstas, que a su vez,
acarrearía una privación arbitraria de la vida.

137. Por lo anteriormente expuesto, la Corte concluye que la inobser-
vancia del derecho a la información del detenido extranjero, reconocido
en el artículo 36.1.b) de la Convención de Viena sobre Relaciones Consu-
lares, afecta las garantías del debido proceso legal y, en estas circunstan-
cias, la imposición de la pena de muerte constituye una violación del derecho
a no ser privado de la vida “arbitrariamente”, en los términos de las disposi-
ciones relevantes de los tratados de derechos humanos (v.g. Convención
Americana sobre Derechos Humanos, artículo 4o.; Pacto Internacional de
Derechos Civiles y Políticos, artículo 6o.), con las consecuencias jurídicas
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37 Cfr., también, Eur. Court HR, Soering case, decisión of 26 Juanary 1989, serie A, núm. 161,
párr. 102.

38 Protocolo a la Convención Americana sobre Derechos Humanos relativo a la abolición de la
pena de muerte, aprobado en Asunción, Paraguay, el 8 de junio de 1990, en el XX periodo ordinario
de Sesiones de la Asamblea General de la OEA.

39 Salvaguardias para garantizar la protección de los derechos de los condenados a la pena de
muerte, aprobadas por el Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas en su Resolución
1984/50, de 25 de mayo de 1984.
   Caso Garrido y Baigorria, Reparaciones (artículo 63.1 Convención Americana sobre Derechos Hu-
manos). Sentencia de 27 de agosto de 1998. Serie C, núm. 39; párr. 46. Cfr. Sentencia arbitral de 26.
VII. 1987 en el caso de Móntijo. La Pradellepolitis, Recueil des adbitrages internatiónaux, París,
1954, t. III, p. 675; decisión de la Comisión de Reclamaciones franco-mexicana del 7.VI. 1929 en el
caso de la sucesión de Hyacinthe Pellat, U.N., Reports of International Arbitral Award, vol. V, p. 535.



inherentes a una violación de esta naturaleza, es decir, las atinentes a la
responsabilidad internacional del Estado y al deber de reparación.

XII
EL CASO DE ESTADOS FEDERALES

(Novena pregunta)

138. México solicitó a la Corte que interpretara si,

[tratándose de países americanos constituidos como Estados federales que
son Parte en el Pacto de Derechos Civiles, y en el marco de los artículos
2o., 6o., 14 y 50 del Pacto,... están obligados dichos Estados a garantizar la
notificación oportuna a que se refiere el artículo 36.1.b) de la Convención
de Viena [sobre Relaciones Consulares] a todo individuo de nacionalidad
extranjera arrestado, detenido o procesado en su territorio por delitos san-
cionables con la pena capital; y a adoptar disposiciones conforme a su de-
recho interno para hacer efectiva en tales casos la notificación oportuna a
que se refiere ese artículo en todas sus partes componentes, si el mismo no
estuviese ya garantizado por disposiciones legislativas o de otra índole, a
fin de dar plena eficacia a los respectivos derechos y garantías consagrados
en el Pacto...

139. Si bien la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares no
contiene una cláusula relativa al cumplimiento de las obligaciones por
parte de los Estados federales (como sí lo disponen, por ejemplo, el Pacto
Internacional de Derechos Civiles y Políticos y la Convención Americana
sobre Derechos Humanos), esta Corte ya ha establecido que “un Estado
no puede alegar su estructura federal para dejar de cumplir una obligación
internacional” .40

140. Asimismo, de conformidad con la Convención de Viena sobre el
Derecho de los Tratados, “ [u]n tratado será obligatorio para cada una de
las partes por lo que respecta a la totalidad de su territorio, salvo que una
intención diferente se desprenda de él o conste de otro modo” .41
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40 Caso Garrido y Baigorria, Reparaciones (artículo 63.1 Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos). Sentencia de 27 de agosto de 1998. Serie C, núm. 39; parr. 46. Cfr. Sentencia arbi-
tral de 26.VII.1875 en el caso del Montijo, La Pradellepolitis, Recueil des Arbitrages Internationaux,
París, 1954, t. III, p. 675; decisión de la Comisión de Reclamaciones Francomexicana del 7.VI.1929 en el
caso de la sucesión de Hyacinthe Pellat, U.N., Reports of International Arbitral Awards, vol. V, p. 536.

41 Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, artículo 29.



La Corte ha constatado que de la letra y espíritu de la Convención de
Viena sobre Relaciones Consulares no se desprende la intención de esta-
blecer una excepción a lo anteriormente señalado. Por lo tanto, la Corte
concluye que las disposiciones internacionales que conciernen a la pro-
tección de los derechos humanos en los Estados amercanos, inclusive la
consagrada en el artículo 36.1.b) de la Convención de Viena sobre Rela-
ciones Consulares, deben ser respetadas por los Estados americanos Par-
tes en las respectivas Convenciones, independientemente de su estructura
federal o unitaria.

XIII
OPINIÓN

141. Por las razones expuestas

LA CORTE, DECIDE por unanimidad,
Que es competente para emitir la presente Opinión Consultiva.

Y ES DE OPINIÓN
por unanimidad,

1. Que el artículo 36 de la Convención de Viena sobre Relaciones
Consulares reconoce al detenido extranjero derechos individuales,
entre ellos el derecho a la información sobre la asistencia consular,
a los cuales corresponden deberes correlativos a cargo del Estado
receptor.

por unanimidad,

2. Que el artículo 36 de la Convención de Viena sobre Relaciones
Consulares concierne a la protección de los derechos del nacional
del Estado que envía y está integrada a la normativa internacional
de los derechos humanos.

por unanimidad,

3. Que la expresión “sin dilación”  utilizada en el artículo 36.1.b) de la
Convención de Viena sobre Relaciones Consulares, significa que el
Estado debe cumplir con su deber de informar al detenido sobre los
derechos que le reconoce dicho precepto al momento de privarlo de
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libertad y en todo caso antes de que rinda su primera declaración
ante la autoridad.

por unanimidad,

4. Que la observancia de los derechos que reconoce al individuo el ar-
tículo 36 de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares
no está subordinada a las protestas del Estado que envía.

por unanimidad,

5. Que los artículos 2, 6, 14 y 50 del Pacto Internacional de Derechos
Civiles y Políticos conciernen a la protección de los derechos hu-
manos en los Estados americanos.

por unanimidad,

6. Que el derecho individual a la información establecido en el artícu-
lo 36.1.b) de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares
permite que adquiera eficacia, en los casos concretos, el derecho al
debido proceso legal consagrado en el artículo 14 del Pacto Interna-
cional de Derechos Civiles y Políticos, y que este precepto estable-
ce garantías mínimas susceptibles de expansión a la luz de otros
instrumentos internacionales como la Convención de Viena sobre
Relaciones Consulares, que amplían el horizonte de la protección
de los justiciables.

por seis votos contra uno,

7. Que la inobservancia del derecho a la información del detenido ex-
tranjero, reconocido en el artículo 36.1.b) de la Convención de Vie-
na sobre Relaciones Consulares, afecta las garantías del debido pro-
ceso legal y, en estas circunstancias, la imposición de la pena de
muerte constituye una violación del derecho a no ser privado de la
vida “arbitrariamente” , en los términos de las disposiciones rele-
vantes de los tratados de derechos humanos (v.g. Convención Ame-
ricana sobre Derechos Humanos, artículo 4o.; Pacto Internacional
de Derechos Civiles y Políticos, artículo 6o.), con las consecuencias
jurídicas inherentes a una violación de esta naturaleza, es decir, las
atinentes a la responsabilidad internacional del Estado y al deber de
reparación.
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Disiente el juez Jackman.

por unanimidad,

8. Que las disposiciones internacionales que conciernen a la protección
de los derechos humanos en los Estados americanos, inclusive la
consagrada en el artículo 36.1.b) de la Convención de Viena sobre
Relaciones Consulares, deben ser respetadas por los Estados ameri-
canos Partes en las respectivas Convenciones, independientemente
de su estructura federal o unitaria.

El Juez Jackman hizo conocer a la Corte su Voto Parcialmente Disi-
dente y los Jueces Cançado Trindade y García Ramírez sus Votos Concu-
rrentes, los cuales acompañaran a esta Opinión Consultiva.

Redactada en español e inglés, haciendo fe el texto en español, en
San José, Costa Rica, el 1o. de octubre de 1999.

António A. Cançado Trindade
Presidente

Máximo Pacheco Gómez Hernan Salgado Pesantes

Oliver Jackman Alirio Abreu Burelli

Sergio García Ramírez Carlos Vicente de Roux Rengifo

Manuel E. Ventura Robles
Secretario

Leída en sesión pública en la sede de la Corte en San José, Costa Rica,
el 2 de octubre de 1999.
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